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I.  INTRODUCCIÓN

A través de este trabajo intentaré desarrollar cuales han sido las políticas y los instrumentos jurídicos de los que se ha valido el Estado, en relación a la gestión y administración de sus bienes inmuebles, poniendo especial énfasis en lo que hace a su destino con fines de solidaridad social.

Circunscribiendo el tema en análisis a los últimos quince años, especialmente desde que se produjo el proceso de reforma del Estado, allá por el año 1990, signado por políticas de privatización y concesión de servicios y bienes públicos, hasta nuestro días, en los que pareciera verificarse un nuevo rol del Estado, a través de nuevos planes de fomento para la utilización de sus inmuebles por parte de los sectores sociales de mas escasos medios económicos.

Creemos sí necesario destacar la necesidad de analizar el rol del Estado en esta cuestión, a través de un abordaje integral, en el que se comprenda que una eficiente utilización de sus recursos en lo que hace a sus bienes no sólo redundará en un acabado cumplimiento de las metas macroeconómicas que se fije, sino que a su vez y en lo que hace a inmuebles, contribuirá a paliar la deficitaria situación de más del 35% población
con necesidades básicas insatisfechas, que entre otros aspectos irrealizados no ha logrado hacer realidad el derecho constitucional del acceso a la vivienda digna y a la tierra propia.

A su vez analizaremos las estructuras administrativas de las que se ha valido y se vale el Gobierno Nacional, intentando encontrar en su funcionamiento algunas claves que nos permitan proponer nuevos mecanismos de gestión estatal respecto a la temática analizada.

II. REFORMA DEL ESTADO – SU IMPLICANCIA EN EL TEMA
La denominada Reforma del Estado que llevara adelante el gobierno nacional, tuvo su sustento en una etapa de transformación estatal que se instrumentó principalmente a través de un proceso de privatizaciones, mediante el cual los principales servicios públicos que atendía el Estado Nacional fueron transferidos a los particulares. 

El marco legal que habilitó el Proceso señalado estuvo dado por la ley 23.697 de Emergencia Económica, a partir de la cual se sucedieron las distintas privatizaciones, que tuvieron como resultado en algunos casos la transferencia de la titularidad de la actividad y de los bienes de domino estatal afectados y en otros casos, como por ejemplo el de Ferrocarriles Argentinos, no, ya que el Estado conservó la titularidad de domino de ellos, salvo que se estableciera lo contrario en los respectivos contratos de concesión.

La ley 23.697 en su capítulo XXVI, se refirió expresamente a la cuestión relativa a la venta de inmuebles innecesarios a los fines estatales, así es que por el artículo 60 de la misma se dispuso la centralización y coordinación por parte del Poder Ejecutivo Nacional, de las acciones tendientes a agilizar la venta de inmuebles del dominio privado del Estado, de sus entes descentralizados o de otro ente en que el Estado Nacional o sus entes descentralizados, tengan participación total o mayoritaria, que no sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones o gestión.

Para el cumplimiento de lo señalado la ley preveía que un plazo de treinta días contados a partir de su entrada en vigencia, los organismos y entidades  presentaran la nómina de la totalidad de los inmuebles que poseían y de los que se encontraran además en condiciones de ser vendidos, estimándose un plazo para su realización. De igual forma debía hacerse con los bines de los cuales el Estado era Locador o Locatario.

Por último el artículo 62 previó un mecanismo para la venta y la compra de bienes inmuebles por parte de las entidades autárquicas, empresas y sociedades del Estado, disponiendo que las mismas debían encomendar la venta de los inmuebles a ellas afectados, innecesarios para su gestión a la Secretaría de Hacienda,  siendo imputada la recaudación a la entidad. Y a su vez previo a la adquisición debían requerir información a la nombrada Secretaría sobre la existencia de bienes disponibles.

III. LEYES 23.967 - 24.146 - 24.768. TRANSFERENCIAS DE BIENES NACIONALES

A través de las mencionadas leyes, el Congreso de la Nación estableció la forma y las condiciones en que el Poder Ejecutivo Nacional, debía disponer la transferencia de bienes inmuebles del domino privado del Estado Nacional, innecesarios para el cumplimiento de los fines o gestión de la administración pública Nacional, ya sea a las provincias, municipios o particulares.

a) La ley 23.967, fue promulgada el 29 de Agosto de 1991, y reguló especialmente la transferencia de tierras fiscales nacionales a las Provincias y Municipios para su posterior venta a los actuales ocupantes o la incorporación a planes provinciales de vivienda social, destinados a familias de escasos recursos económicos.

El precio a abonarse es establecido por valuación que al efecto realice el Tribunal de Tasaciones de la Nación, tomando en cuenta el interés social por tratarse de familias de escasos recursos económicos.

Las Provincias o la Ciudad de Buenos Aires, deben designar un Organismo de aplicación de esta norma, el que tiene a su cargo entre otras actividades: la determinación de las tierras que podrían transferirse, listados de adquirentes, realización de planos de mensura y subdivisión, y las escrituras correspondientes sin cargo para el Estado Nacional, estudios de actitud técnica y garantizar a la Nación el cobro de las sumas fijadas para la venta.

A su vez se determina que en los convenios a celebrarse entre la Nación y las provincias, debían incluirse además de los puntos relativos a la transferencia, el Programa social de tierra y vivienda de cada Provincia, compromiso de provisión de equipamiento comunitario e infraestructura de servicios, Programas de regularización dominial, Programa de permuta de tierras particulares ocupadas por asentamientos por tierras fiscales vacantes y Programas de reinversión de fondos provenientes del recupero del cobro de cuotas.

b) La ley 24.146 fue promulgada parcialmente el 13 de Octubre de 1992 y entre las cuestiones más salientes que surgen de su articulado pude destacarse:

· En caso que los inmuebles estatales estuvieren ocupados por personal de la administración, entidades de bien público o familias de escasos recursos, podrá transferírselos a estos en forma onerosa con facilidades y tasa de interés preferencial, con un descuento de hasta el 50% del valor de la tasación, y las cuotas que se fijen deberán ser entre el 10% y el 25% del ingreso familiar.

·  Si los inmuebles estuvieren ocupados por Provincias o Municipios con fines de utilidad pública deberán ser transferidos sin cargo, con afectación al cumplimiento de las finalidades para las cuales venían siendo utilizados.

· También podrán ser transferidos sin cargo a Entidades de Bien Público, a petición de la Provincia o Municipio donde tenga sede de sus actividades y siempre y cuando el valor de tasación no supere los $ 300.000.

· Se declaró autoridad de aplicación de la ley a la ex Subsecretaría de Administración de Bienes, dependiente del Ministerio de Economía de la Nación.

· Los cesionarios de bienes a título gratuito no los podrán ceder a terceros bajo ningún término por el plazo de 20 años.

· La autoridad de aplicación podrá autorizar a las provincias o municipios a contratar servicios comerciales complementarios del destino a que se afecte el inmueble.

·  A Entidades de Bien Público podrán transferirse en forma gratuita cuando tengan como objeto la realización de viviendas para familias de escasos recursos.

· Las Provincias o Municipios que reciban los inmuebles deberán cancelar las deudas por impuestos, tasas o contribuciones y hacerse cargo de los gastos de mensura y escrituración que demande. 

· Se declaran bienes innecesarios en los términos del art. 60 de la ley 23.697, los inmuebles que no tuvieran utilización operativa para el cumplimiento de los fines específicos del ente titular de dominio.

c) La ley 24.786, promulgada parcialmente el 10 de Enero de 1997, vino a complementar y modificar parcialmente la norma antes analizada. Estableció en su artículo 1° que para el caso de los inmuebles destinados a familias de escasos recursos o de personal de los entes nacionales, que se encontraran en áreas operativas de las empresas privatizadas o concesionarios y hubieren sido peticionadas por estas últimas, debían proveer una solución adecuada a los ocupantes y que en caso de incumplimiento se daría prioridad al ocupante, transfiriéndosele el inmueble.

Esta norma fue observada por el Poder Ejecutivo mediante Decreto número 21/97 en la inteligencia que el artículo comentado generaba a los concesionarios y Empresas Privatizadas un costo adicional no previsto originariamente en los pliegos ni en los contratos de concesión y que a su vez los antecedentes legislativos que propugnaban el traspaso de bienes a actuales ocupantes, lo hacían siempre con la salvedad que los inmuebles fueren innecesarios para fines públicos del Estado o la actividad a realizarse por parte de las Empresas o concesionarias.

Discrepo con la observación que efectuara el Poder Ejecutivo al artículo comentado, ya que si bien es cierto lo afirmado en el sentido que los bienes a transferirse a particulares debían ser “innecesarios”, dicha innecesariedad debió haberse evaluado al momento de realizarse la transferencia de bienes en los contratos de concesión y para el caso que las mismas pudieran afectar la situación habitacional de personal de las empresas o familias de escasos recursos, debió procurarse una solución preventiva al conflicto que podría ocasionarse.

No habiéndose establecido en los contratos solución a este tema, y siendo el derecho a la vivienda, reconocido y protegido por la Constitución Nacional, es adecuado que el Congreso de la Nación haya previsto la obligación para las Empresas privatizadas o Concesionarios y subsidiariamente para el Estado Nacional (al tener que responder ante las Empresas por circunstancias no contempladas en los contratos) brinden una solución adecuada a los ocupantes.

La ley 24.768 también restringió el destino o utilidad que las Provincias o Municipios, debían otorgarle a los bienes inmuebles transferidos, es así que estableció entre otros usos permitidos los siguientes:

· Programas de rehabitación o desarrollo urbano e infraestructura de servicios

· Construcción de viviendas de interés social.

· Habilitación de parques o plazas públicas, o de unidades educacionales, culturales, asistenciales o sanitarias o al desarrollo de actividades deportivas y de emprendimientos productivos.

La autoridad de aplicación debe asegurarse que las restricciones al dominio que prevé la ley para los beneficiarios de las transferencias, conste en las correspondientes escrituras traslativas de dominio.

IV. CREACIÓN DE LA COMISION VENTA DE INMUEBLES ESTATALES

La necesidad de realizar los bienes tal lo dispuesto por la norma analizada hizo que por medio de sendos Decretos de necesidad y urgencia el Poder Ejecutivo creara la estructura organizativa a tales fines. Por Decreto 2137/91 se creó  la Comisión Venta de Inmuebles Estatales, y se estipuló el procedimiento para llevar a cabo las ventas. 

Así es que el Decreto 407/91 establecía que las ventas se realizarían sólo mediante remate o licitación pública, previo un procedimiento de verificación y tasación de los inmuebles a transferirse. No obstante ello, y como prueba que el sistema establecido no había hecho más que constituir una verdadera inmobiliaria a gran escala, el Poder Ejecutivo transfirió mediante venta directa. A modo de ejemplo podemos mencionar la venta de tierras en el Partido de Tres de Febrero, Provincia de Buenos Aires, donde funciona el “Golf Club General San Martín”
.

Por Decreto 110/95 se resolvió disolver la Comisión Venta de Inmuebles Fiscales, pese a lo cual el Poder Ejecutivo nuevamente procedió a disponer por venta directa una importante fracción de tierra, denominada “Balneario Parque Norte”, de mas de 340.000 metros cuadrados, al Sindicato de Empleados de Comercio.

No es de poca importancia recalcar que la relatada política estatal se llevó adelante, mientras millones de argentinos a lo largo y a lo ancho del país sufrían el drama de la falta de tierra y vivienda propia.

V. SITUACIÓN DE BIENES FERROVIARIOS

 La ley 18.360 creo la Empresa Ferrocarriles Argentinos, con el objeto principal de explotar los ferrocarriles de propiedad del Estado Nacional, la ley 23.696, declaró a la Empresa “sujeta a privatización”, disponiéndose su liquidación por Decreto 1093/95.

En dicha declaración de liquidación (Ferrocarriles Argentinos en liquidación) se puso de relieve la importante magnitud del patrimonio inmobiliario de la referida Empresa en todo el país, el que sumado a los bines de Ferrocarriles Metropolitanos Sociedad Anónima y ante la disolución operada de la Comisión Venta de Inmuebles Fiscales como así también de la Comisión Nacional de Transporte Ferroviario, hacía necesario crear un nuevo ente al que se le transfieran los bines no concesionados .

VI. ESTRUCTURAS ADMINISTRATIVAS ANTECEDENTES 

A. Ente Nacional de Bienes Ferroviarios (ENABIEF)

Se creó por Decreto 1383 el 29 de Noviembre de 1996, con carácter autárquico, en el ámbito de la ex Secretaría de Obras Públicas y Transporte del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, personalidad jurídica propia, patrimonio propio y de afectación a sus misiones y funciones.

Lo más importante para destacarse del instrumento de creación del ENABIEF es que al mismo se le transfirieron los bienes no concesionados
, que se encontraban en poder de Ferrocarriles Argentinos (e.l) y Ferrocarriles Metropolitanos Sociedad Anónima, más aquellos que se hayan desafectados o se desafecten en el futuro del uso ferroviario. 

En cuanto a los bienes concesionados quedaron afectados a la competencia de la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, creada por Decreto nº 660/96.

En lo que respecta a las funciones que se le asignaron al ENABIEF, podrían destacarse las siguientes:

· Administrar el Patrimonio Nacional, que se le asignara por el instrumento legal de creación del Ente.

· Asumir las funciones y competencias que estaban en poder de la ex Comisión Venta de Inmuebles Estatales.

· Realizar proyectos ferro urbanísticos sobre los inmuebles que se le asignaran.

· Desafectar inmuebles con fines de proyectos urbanísticos.

· Realizar inventario de los inmuebles a su cargo.

· Efectuar las tareas de conservación y mantenimiento necesarias de los bienes inmuebles.

· Desarrollar programas de mensura y regularización dominial de los inmuebles a su cargo

·  Enajenar, en nombre de quien resulte ser titular de domino, los inmuebles incluidos en el patrimonio a su cargo, sin necesidad de intervención del Poder Ejecutivo cuando el precio de venta no supere los diez millones de Pesos.

· Constituir, modificar, transferir o extinguir toda clase de derechos reales.

· Celebrar todo tipo de contrato, civil, comercial, típico, atípico, nominado o innominado respecto de los bienes a su cargo.

· Dirigirse y contratar en forma directa con las Provincias, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Municipios, Organismos públicos de cualquier jurisdicción. Haciéndolo ad referéndum del Poder Ejecutivo cuando la magnitud o las necesidades públicas lo hagan necesario.

En cuanto a su funcionamiento, el Ente estaba conducido por un Directorio, formado, por 5 miembros, 1 Presidente, 1 Vicepresidente y 3 vocales, elegidos por el Poder Ejecutivo por un término de 4 años reelegible.

El Directorio a los fines de la Administración del Ente contaba, entre otros recursos, con el 15% del producido de las ventas de inmuebles que efectuaba, mientras que el 85% restante debía ingresar a Tesorería General de la Nación.

B. Dirección Nacional de Bienes del Estado (DNBE)

Por Decreto del Poder Ejecutivo Nacional 1450 del año 1996, se aprobó la estructura organizativa del por entonces Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos, previéndose a través del mismo la reducción del nivel jerárquico de la Subsecretaría de Administración de Bienes, que pasó a ser Dirección Nacional, a la que se le atribuyó la responsabilidad primaria de coordinar las políticas, normas y procedimientos relacionados con la  administración de bienes físicos del Estado Nacional, y mantener el control permanente de la actividad inmobiliaria estatal.

Entre las acciones que quedaron a su cargo se encontraban:

· Proponer las políticas respecto de la utilización de bienes inmuebles del Estado Nacional y efectuar un sistema de información acerca del cumplimiento de dichas políticas.

· Realizar un inventario general de bienes del Estado Nacional.

· Emitir opinión previa a todo acto administrativo en el que disponga la adquisición, enajenación, constitución o cualquier otro derecho real y tramitar la venta de inmuebles estatales innecesarios.

· Efectuar la regularización dominial de los inmuebles estatales, como así también llevar a cabo las acciones judiciales para el resguardo del patrimonio inmobiliario estatal.

· Proponer la asignación en uso y la transferencia entre organismos del Estado de acuerdo a los fines de los mismos.

· Continuar desarrollando las actividades que le competen como autoridad  de aplicación de las leyes 24.146 y 24.768.

VII. ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA VIGENTE:

1. Organismo Nacional de Administración de Bienes (ONABE)

El ONABE fue creado el 1 de Junio de 2000 a través del Decreto del Poder Ejecutivo Nacional número 443, como órgano desconcentrado en el ámbito del ex Ministerio de Infraestructura y Vivienda, hoy bajo la órbita del Ministerio de Planificación Federal.

La creación de este Organismo significó la desaparición del Ente Nacional de Administración de Bienes Ferroviarios (ENABIEF) y de la Dirección de Inmuebles Estatales.

Entre las consideraciones que le dieron origen se encontraba la necesidad de reducir el gasto público, a través del eficiente y racional uso de los recursos, el que se logra entre otras medidas a tomarse, eliminando competencias o responsabilidades superpuestas o duplicadas, que para el caso eran las que tenían los organismos disueltos.

Por otra parte se esgrimía la necesidad de integrar funciones para una coordinación eficiente en la gestión de inmuebles del Estado.

-Funciones: Asumió las que le correspondían al ENABIEF y a la Dirección de inmuebles estatales. 

-Conducción política: Integrada por un Directorio “ad honorem” de 5 miembros, 1 Presidente, que es actualmente el Ministro de Planificación Federal y 4 vocales, 2 del Ministerio de Economía y 2 del Ministerio de Planificación.

-Administración: Un Director designado a propuesta del Directorio.

En la actualidad este Organismo lleva adelante un Plan de Comercialización de Inmuebles, para lo cual cuenta con un inventario de los bienes disponibles para la venta o concesión en todo el país, la cual se efectúa en principio a través de licitaciones.

A los fines de efectuar el mencionado Inventario, con excepción de los bienes afectados al ENABIEF, se creó por Resolución ministerial en el ámbito de la Dirección Nacional de Bienes Estatales, el REGISTRO NACIONAL DE BIENES INMUEBLES PRIVADOS DEL ESTADO NACIONAL, el que constituye una de las herramientas del Sistema de Administración de Bienes del Estado Nacional (SABEN).

El Registro está conformado por tres universos de bienes:

a) Inmuebles en uso, que son los afectados a las distintas dependencias del sector público nacional, que tiene a su cargo la administración de los mismos.

b) Inmuebles desafectados, sin destino específico, que son los que administraba el ENABIEF y la DNBE, hoy lo hace el ONABE.

c) Inmuebles concesionados, en el marco de las privatizaciones de servicios públicos.

En lo que hace a los inmuebles que no fueran incorporados al inventario que lleva adelante el ONABE, son los siguientes inmuebles:

1) Inmuebles cedidos al uso público: como por ejemplo plazas y calles.

2) Vendidos sin escriturar, con boleto de compraventa o acto administrativo que acuerda la transferencia.

3) Entregados sin escriturar a las Provincias, Municipios o Entidades de Bien Público en el marco de la ley 24.146.

4) Afectados a proyectos Ferro urbanísticos por convenios con Provincias o Municipios.

5) Afectados al “Proyecto Retiro”, en el marco de los Decretos del P.E.N. N° 602/92 y 1737/94, que se encuentran en el área delimitada por Av. Del Libertador, Figueroa Alcorta, calle Salguero, Autopista Costanera y Av. Ramos Mejía.

6) Afectados a centros de trasbordo Intermodal  de Pasajeros.

7) Afectados a la Comisión de Tierras Fiscales Nacionales “Programa Arraigo” y los que fueren solicitados por el mencionado Organismo y acogida favorablemente dicha solicitud por el ONABE.

8) Con contratos de concesión a particulares.

9) Otorgado por leyes de silos, para la construcción de plantas de silos que permitan el almacenamiento de granos.

10)  Afectados al “Proyecto de Cuadruplicación de Vías” a efectos de mantener el área libre para su ejecución.

11)  Ubicados bajo viaductos y puentes.

12)  Asignados en los términos de los arts. 51 y 53 de la Ley de Contabilidad, en uso de la administración central, organismos descentralizados o terceros.

13)  Viviendas ocupadas por antiguos empleados de  las Empresas de Servicios privatizadas.

2. Comisión de tierras fiscales nacionales. Programa arraigo.

Previo a la sanción de la ley 23.967 antes analizada, y posteriormente a que entraran en vigencia las leyes de Reforma del Estado y Emergencia Económica, con las implicancias explicitada en cuanto al régimen de transferencia de bienes inmuebles propiedad del Estado Nacional, fue creado por Decreto número 846 del 2 de Mayo de 1991, el Organismo denominado Comisión de Tierras Fiscales Nacionales – Programa Arraigo, en la órbita de la Presidencia de la Nación.

Se tuvo en consideración para su creación la situación por la que atravesaban miles de familias en todo el país, ante la falta de propiedad de la tierra, la que constituye una de las necesidades básicas de la población, que ante la falta de la misma se ve obligada a asentarse irregularmente en espacios físicos que no le pertenecen.

La comisión que se creo tenía entre sus objetivos:

A. Realizar el relevamiento nacional de tierras fiscales ocupadas por asentamientos irregulares.

B. Efectuar censos para determinar la situación socio económica de los destinatarios del Programa.

C. Coordinar acciones con entes nacionales y provinciales competentes en la materia, propiciando la realización de convenios, con los entes mencionados, con organizaciones profesionales y civiles para desarrollar planes de capacitación, reordenamiento urbano y vivienda.

D. Complementar el Programa con otros ya en marcha en jurisdicción nacional, provincial o municipal.

E. Gestionar acciones tendientes a lograr la regularización  dominial de las tierras fiscales nacional mediante transferencia a favor de sus actuales ocupantes.

F. Promover la participación de organizaciones de base, interesadas en el tema.

En cuanto a su órgano de gobierno, el Decreto de creación establecía que iba a estar integrada por un Presidente, un Secretario Ejecutivo y tres Vocales, “ad honorem”, designados por la Subsecretaría de Acción Política del Ministerio del Interior.

Dicha estructura fue modificada por los Decretos 1251/92 y 1449/92, ya que de acuerdo como había sido concebida originariamente la conducción del Organismo, no estaba cumpliendo las funciones para las cuales fue creado, al no contar ni con la estructura ni con el personal idóneo para el cumplimiento de las funciones que tenía asignadas.

En la actualidad el Programa Arraigo, es un Organismo descentralizado en la órbita del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, conducido por un Presidente, quien tiene categoría equivalente a la de Secretario de Estado, un Secretario Ejecutivo y cinco vocales, todos remunerados por sus tareas. A su vez se crearon las Direcciones de Investigaciones y Proyectos, de Regularización Dominial y de Fortalecimiento de Políticas Sociales.

En cuanto a las acciones concretas que se encuentra desarrollando el Programa Arraigo, más allá de lo establecido en el instrumento legal que le arroga competencias, se encuentra la ejecución de acciones tendientes a la regularización dominial (poner nota de que es) de las tierras fiscales nacionales que se encuentren en poder de familias de escasos recursos o de entidades de bien público.

Las acciones que se efectúan tienen como objetivos principales, que el acceso a la tierra estatal regularizada, permita a las familias la constitución allí de una vivienda digna, en el marco de un desarrollo urbano – ambiental sustentable, siendo necesario a tales fines el compromiso de autoridades provinciales y municipales para la ejecución de una planificación estratégica en ese sentido.

-ACCIONES Y PROGRAMAS EN EJECUCIÓN: Se pueden identificar los siguientes:

1) Transferencias: a) directas a las familias beneficiarias; b) a asociaciones intermedias que representan a las familias beneficiarias; c) Transferencias por convenio a Provincias y municipios, todos en el marco de la ley 23.967.

2) Escrituración : Se lleva a cabo un proceso de escrituración gratuita, instituido por Decreto 773/94, de las tierras transferidas por el Estado Nacional: a) A las familias beneficiarias; b) En macizo a favor de entidades representativas de dichas familias y c) A favor de provincias y municipios.

3) Refinanciación de deudas : En virtud que las familias adquirentes no han podido cumplir con lo pactado en los boletos de compra venta.

4) Asentamientos Planificados: Las condiciones de hacinamiento de miles de familias en los principales centros poblacionales, requieren sanear las situaciones viables de solución en los lugares con asentamientos existentes, o la posibilidad de obtener nuevas tierras a fines de producir una relocalización en condiciones aptas para el desarrollo de una vida digna.

5) Gestión a través de instituciones Públicas y ONG’S: Ya sea a través de la puesta en marcha de unidades ejecutoras a nivel local, como asimismo por la interacción en las organizaciones de base.

6) Realización de trámites pre escriturarios: Por la necesidad de efectuar mensuras, y estudios de pre factibilidad hidráulica de los sectores ocupados irregularmente, y planificación de fracciones no ocupadas pertenecientes al Estado Nacional.

7) Estudios de Impacto Ambiental: En las tierras nacionales libres y ocupadas, previa a toda decisión gubernamental respecto de las mismas.

8) Saneamiento e Infraestructura: Solicitud de obras que aporten servicios básicos, tales como agua potable, gas, energía eléctrica, calles con cordón cuneta, equipamiento sanitario a viviendas. 

9) Construcción de viviendas y mejoramiento de existentes: A través de la puesta en práctica de programas de autoconstrucción de viviendas, y mejoramiento de las existentes a través de asistencia técnica y entrega de materiales.

IMPACTO SOCIAL DEL PROGRAMA ARRAIGO: Los cuadros que se muestran a continuación se refieren a la cantidad de beneficiarios de la ley 23.967, de acuerdo a información brindada al año 2003 por los responsables del Programa y el siguiente cuadro muestra la cantidad de posibles beneficiarios.

Se debe tener en cuenta la importancia que reviste una eficiente política estatal en estos aspectos, si se tiene en cuenta que los datos surgidos del último censo de Población y Vivienda, indica que existe mas de 2 millones de personas que habitan en 3768 villas en todo el país.

CUADROS:
	PROVINCIA
	BENEFICIARIOS

POR LEY 23.967
	BENFICIARIOS PRESTACIONES 2.002

	Ciudad autónoma de Buenos Aires 
	65.000
	

	Buenos Aires 
	175.000
	45.580

	Santa Fe 
	50.500
	16.965

	Córdoba 
	32.500
	1.340

	San Juan 
	12.500
	5.220

	Mendoza 
	12.000
	4.010

	Neuquén 
	3.000
	580

	Río Negro 
	2.000
	1.250

	Salta 
	3.000
	430

	Tucumán 
	16.000
	11.355

	Jujuy 
	400
	350

	Chaco 
	7.500
	5.320

	Corrientes 
	1.500
	1.300

	Entre Ríos 
	2.700
	1.765

	TOTAL 
	383.700
	


	PROVINCIA
	CANTIDAD DE MUNICIPIOS AFECTADOS
	CANTIDAD DE BARRIOS
	BENEFICIARIOS

	Ciudad autónoma de Buenos Aires 
	
	4
	65.000

	Buenos Aires 
	22
	105
	175.00

	Santa Fe 
	10
	53
	50.500

	Córdoba 
	5
	48
	32.500

	Entre Ríos
	
	
	

	Chaco 
	12
	17
	7.500

	Corrientes  
	1
	1
	1.500

	Tucumán 
	14
	61
	16.000

	Salta 
	6
	8
	3.000

	Jujuy  
	1
	1
	350

	San Juan 
	9
	30
	12.500

	Mendoza 
	16
	40
	12.500

	Neuquen  
	6
	11
	3.000

	Río Negro 
	3
	5
	2.000

	TOTAL RELEVADO A LA FECHA 
	
	
	386.000


NECESIDAD DE APORTE DE GOBIERNOS LOCALES: Es de fundamental importancia a fines de una efectiva intervención estatal en esta materia, en la que quedan claramente expuestos los mas encarnizados dramas sociales, que se logre un involucramiento efectivo de  los gobiernos provinciales y municipales, a través de la firma de convenios, para la ejecución de planes de acción conjunta. Como así también promover por parte de los organismos estatales, la participación de la sociedad organizada y de las universidades.

VIII. CREACIÓN DEL BANCO DE TIERRAS

Fue creado recientemente, el 6 de Julio de 2004, por medio del Decreto 835, con el propósito de generar en el ámbito de la Comisión de Tierras Fiscales Nacionales – Programa Arraigo, un registro con información adecuada acerca de los inmuebles de domino privado del Estado Nacional que puedan ser afectados a fines sociales.

Para ello los organismos de al administración pública nacional, sus empresas, entes descentralizados y todo otro ente en el cual el Estado Nacional tenga participación, deberá brindar información a los fines señalados de acuerdo a la forma que se establecerá.

Más allá de la utilidad como herramienta de gestión pública que el referido instrumento legal pueda tener en la práctica, sí queda claramente expresada la voluntad estatal de conferir una clara prioridad de utilidad con finalidad social a todos aquellos bienes inmuebles del Estado que sean innecesarios para la función y gestión de los organismo públicos en cuya jurisdicción revisten.

IX. PROPUESTA DE CREACIÓN DE UN UNICO ORGANISMO

Creemos que las tareas que en forma independiente y autónoma que llevan a cabo el ONABE y la Comisión de Tierras Fiscales Nacionales – Programa Arraigo, a través de una multiplicidad de estructuras administrativas y normas jurídicas, deberían optimizarse y clarificarse a través de la disolución de ambos organismos y la creación de una única estructura administrativa.

Dicha estructura administrativa podría estar conducida por una Secretaría Ejecutiva, que dependa de Presidencia de la Nación y a su vez para la diagramación de las políticas y su aprobación debería ser asistida por un Consejo Asesor con opinión vinculante, integrado por representantes permanentes de los siguientes organismos: Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente; Ministerio de Trabajo Empleo y Formación de Recursos Humanos; Ministerio de Economía, Ministerio de Infraestructura y Vivienda; e Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES).

Esta idea tiene como objetivo además de alcanzar una más eficiente gestión de sus bienes inmuebles, que los mismos puedan ser administrados y utilizados en coordinación con los fines y objetivos estratégicos que fije el gobierno en materia de empleo, vivienda, desarrollos locales y economía social.

� Según datos del último censo nacional de población y vivienda año 2001..


� En la Provincia de Buenos Aires las escrituras traslativas de domino se realizan sin costo alguno para los particulares a través de la Escribanía General de Gobierno (ley 10.830). A su vez este Organismo ha firmado Convenio de cooperación con La Comisión de Tierras Fiscales Nacionales – Programa Arraigo. 


� El PEN lo hizo por Decreto 861/95. 


� El artículo 2° del Decreto 1383/96 considera que son bienes no concesionados: el conjunto de bienes que no se hubieren otorgado contractualmente en virtud del concesionamiento del Sistema ferroviario de trasporte de personas y cargas, que se encuentren en poder de Ferrocarriles Argentinos (e.i.) o ferrocarriles Metropolitanos Sociedad Anónima, más aquellos que habiendo sido concesionados se hayan resuelto desafectar de la explotación o se decida hacerlo en el futuro, menos aquellos que se resuelva en el futuro, incorporar a las concesiones de servicios ferroviarios de transporte de personas y carga.


� En la Argentina se encuentra en ejecución el Programa de Mejoramiento de Barrios (PROMEBA) que cuenta con financiamiento del Banco Mundial, con el objetivo de proveer infraestructura de servicios y equipamiento comunitario en los barrios más carenciados del país.






